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SENTENCIA 
 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 12 de septiembre de 2018. 

El Gobierno de PR apela una sentencia en rebeldía, dictada 

por el Tribunal de Primera Instancia el 10 de mayo de 2018 y 

notificada el 17 de mayo de 2018. El apelante presentó 

oportunamente una moción de reconsideración y fue declarada NO 

HA LUGAR en una orden notificada el 5 de junio de 2018. 

El apelado, Raúl Vázquez Díaz, presentó su oposición al 

recurso. 

I 

El 8 de junio de 2017, el apelado cuestionó la legalidad de un 

aviso de embargo en el que el Departamento de Hacienda le informó 

la existencia de una deuda de cuarenta y un mil dólares 

($41,000.00), por el pago de impuesto de venta y uso (IVU). El 

apelado adujo que arrendó a José De Oleo Pinals el inmueble donde 

ubica el negocio Boricua Tire Center y que en el contrato acordaron 

que el arrendatario pagaría el IVU. 
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El 8 de agosto de 2017, el Estado solicitó la desestimación de 

la demanda, porque el apelado se comprometió en ese contrato a 

pagar todas las contribuciones. El apelado se opuso y alegó que el 

responsable era el arrendatario. 

El 25 de agosto de 2017, el TPI ordenó al Estado replicar 

en diez días. Esta orden se notificó el 30 de agosto de 2017. 

Véase, pág. 26 del apéndice del recurso. El 1 de febrero de 2018, el 

TPI denegó la desestimación, debido al incumplimiento del Estado 

con esa orden y le concedió veinte días para contestar. Esta orden 

se notificó el 6 de febrero de 2018. 

El 26 de febrero de 2018, el Estado presentó una moción de 

renuncia de representación legal. El escrito tiene fecha del 18 de 

septiembre de 2017. El 28 de febrero de 2018, el TPI aceptó la 

renuncia. Esta orden se notificó el 9 de marzo de 2018. 

El 25 de abril de 2018, el TPI anotó la rebeldía del Estado, 

porque no contestó dentro del término concedido. Además, 

ordenó al apelado a solicitar remedio. Esta orden se notificó el 

30 de abril de 2018. Véase, pág. 33 del apéndice del recurso. 

El apelado reiteró sus alegaciones y solicitó la paralización del 

embargo y su cancelación. 

 El foro apelado declaró HA LUGAR la demanda y ordenó a la 

apelante a cancelar y paralizar los trámites del embargo. La 

sentencia está basada en la totalidad del expediente, sin excluir 

documento alguno. 

 El TPI concluyó que las Certificaciones expedidas por el 

Departamento de Hacienda esclarecen las contradicciones del 

contrato de arrendamiento. El foro primario fundamentó su decisión 

en la Solicitud de Enmiendas a Certificado de Registro de 

Comerciantes, sellada por el Departamento de Hacienda el 17 de 

octubre de 2011. Según el TPI, ese documento dejó claro que el 

demandante no opera ni administra el negocio Boricua Tire, desde 
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el 8 de septiembre de 2011. El tribunal hizo referencia a que ese día, 

el Departamento de Hacienda selló el recibo de una Declaración 

Jurada, en la que el apelado canceló su Certificado de Registro de 

Comerciante. 

Según el TPI, la Certificación de Radicación de Planillas del 

Impuesto sobre Ventas y Uso del 17 de octubre de 2011, evidenció 

que el apelado cumplió con todas sus planillas mensuales del pago 

del IVU y que cesó operaciones como comerciante en esa fecha. Por 

último, determinó que la Certificación de Deuda Impuesto Sobre 

Ventas y Uso del 17 de octubre de 2011 demostró que no tenía 

deuda al momento de cesar sus operaciones como comerciante. 

El Estado presentó una moción de reconsideración y fue 

denegada por el TPI. 

Inconforme con la decisión presentó este recurso en el que 

hace lo señalamientos de errores siguientes: 

Erró el TPI al imponerle al Estado la drástica y primera 

sanción de anotarle la rebeldía, en contravención al 
trámite dispuesto en la Regla 39.2 (a) de Procedimiento 

Civil. 
 
Erró el TPI al no haber dejado sin efecto la anotación de 

rebeldía del Estado, ante la justa causa que este último 
le ofreció para no haber cumplido con la orden de 

contestar la demanda. 
 
Erró el TPI al permitir que el Sr. Vázquez impugnara el 

contrato de arrendamiento de su gomera, sin que el Sr. 
Vázquez hubiese enmendado su demanda para incluir 
dicha causa de acción, y sin que dicho arrendador 

hubiese incluido al arrendatario como parte 
indispensable de la disputa contractual. 

 
Erró el TPI al dictar Sentencia en Rebeldía a favor del 
apelante, sin tomar en consideración que conforme al 

contrato de arrendamiento que este voluntariamente 
suscribió, era a él a quien le correspondía pagar IVU 

generado por la gomera arrendada. 
 
Erró el TPI al no permitir que el arrendatario ejerciera 

las garantías del debido proceso de ley, para defenderse 
de la obligación contributiva que irrazonablemente se le 
impuso. 
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II 

A 

La Regla 16.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, gobierna 

todo lo relacionado a la falta de parte indispensable en un pleito. 

Las personas con un interés común y sin cuya presencia no puede 

adjudicarse la controversia, se harán partes y acumularán como 

demandantes o demandadas, según corresponda. Una parte 

indispensable es aquella que es imprescindible, porque las 

cuestiones litigiosas no podrán adjudicarse correctamente sin 

afectar sus derechos. La Regla 16.1, supra, forma parte del esquema 

de rango constitucional que prohíbe que una persona sea privada 

de su libertad o propiedad sin el debido proceso de ley. No obstante, 

no se trata de cualquier interés sobre un pleito. El interés señalado 

tiene que impedir la confección de un derecho adecuado, sin que se 

afecten o destruyan radicalmente los derechos de la parte que no ha 

sido traída al pleito. Además, tiene que ser real e inmediato y no 

puede estar basado en meras especulaciones o en un interés futuro. 

La interpretación de esta regla requiere un enfoque pragmático, lo 

que significa una evaluación individual, a la luz de las 

circunstancias particulares presentadas. Tampoco existe una forma 

rígida para determinar su aplicación. El análisis exige una 

evaluación jurídica de factores tales como tiempo, lugar, modo, 

alegaciones, prueba, clase de derechos, intereses en conflicto 

resultado y formalidad. López García v. López García, 2018 TSPR 57, 

200 DPR ___ (2018). 

 Los tribunales deben hacer un análisis juicioso sobre los 

derechos de las partes que no están presentes y las consecuencias 

de ser unidas al procedimiento. Al hacer este análisis es 

fundamental, si se puede hacer justicia y conceder un remedio final 

y completo para las partes presentes, sin afectar los intereses de la 

ausente. Una parte indispensable es aquella que tiene un interés 
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tan fundamental, que es irrenunciable y puede presentarse en 

cualquier momento durante el proceso. Incluso, los foros apelativos, 

si así lo entienden, pueden y deben levantar “motu proprio” la falta 

de parte indispensable, ya que esta incide sobre la jurisdicción del 

tribunal. La razón de ser de la Regla16.1, supra, responde al interés 

de proteger a las personas naturales o jurídicas ausentes en el pleito 

de los efectos que acarrea la sentencia dictada y para evitar la 

multiplicidad de pleitos mediante un remedio efectivo y completo. 

López García v. López García, supra. 

B 

La rebeldía es la posición procesal en que se coloca la parte 

que ha dejado de ejercitar su derecho a defenderse o de cumplir con 

su deber procesal. Nuestro ordenamiento jurídico permite que el 

tribunal “motu proprio” o a solicitud de parte, anote la rebeldía por 

no comparecer a contestar la demanda o a defenderse. El efecto de 

la anotación es severo, ya que se dan por ciertos los hechos 

correctamente alegados en la demanda. No obstante, el Tribunal 

Supremo de Puerto Rico ha sido enfático en que los tribunales no 

están exentos de evaluar, si la causa de acción presentada amerita 

la concesión del remedio solicitado. Regla 45.1 de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V. Banco Popular v. Andino Solís, 192 DPR 172, 

179 (2015); Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, 183 DPR 580, 

587 (2011). 

Los tribunales no son meros autómatas, ya que no están 

obligados a conceder indemnizaciones, porque un caso esté 

litigándose en rebeldía. El proceso de formar conciencia judicial 

exige la comprobación de cualquier aseveración mediante prueba. 

El tribunal deberá celebrar las vistas que crea necesarias y 

adecuadas para que el demandante sustente sus alegaciones y 

pruebe los daños alegados. Una parte demandada en rebeldía que 

ha comparecido previamente tiene derecho a: conocer del 
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señalamiento, asistir a la vista, contrainterrogar a los testigos de la 

parte demandante, impugnar la cuantía y apelar la sentencia. 

Tampoco renuncia a las defensas de falta de jurisdicción y de que la 

demanda no aduce hechos constitutivos de una causa de acción en 

favor del reclamante. Un trámite en rebeldía no garantiza per se, 

una sentencia favorable al demandante. El demandado en rebeldía 

no admite hechos incorrectamente alegados ni conclusiones de 

derecho. Continental Inc. v. Isleta Marina, 106 DPR 809, 817 (1978). 

Las alegaciones concluyentes, las conclusiones de derecho y los 

hechos alegados de forma generalizada no son suficientes para 

sostener una adjudicación a favor del demandante. Vizcarrondo 

Morales v. MVM, 174 DPR 921, 937 (2008). 

Una anotación de rebeldía puede ser dejada sin efecto por 

causa justificada. Regla 45.3 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V. 

Esta regla debe interpretarse liberalmente. Cualquier duda debe 

resolverse, a favor de la parte que solicita que se deje sin efecto la 

anotación de rebeldía, a fin de que el caso se adjudique en sus 

méritos. Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, supra, págs. 591-

592. 

La parte que quiere que se deje sin efecto la rebeldía tiene que 

presentar evidencia de circunstancias que, a juicio del tribunal, 

demuestren justa causa para la dilación o probar una buena 

defensa en sus méritos y que el grado de perjuicio a la otra parte es 

razonablemente mínimo. Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop 

supra, pág. 593. 

 Una sentencia en rebeldía podrá dejarse sin efecto de acuerdo 

con la Regla 49.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V. Esta regla 

establece que el tribunal podrá relevar a una parte o su 

representación legal de una sentencia, orden o procedimiento por 

las razones siguientes: 1) error, inadvertencia, sorpresa o 

negligencia excusable; 2) descubrimiento de evidencia esencial que 
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a pesar de una debida diligencia no pudo descubrirse a tiempo para 

solicitar un nuevo juicio; 3) fraude, falsa representación u otra 

conducta impropia de una parte adversa; 4) nulidad de la sentencia; 

5) la sentencia fue satisfecha, renunciada o cumplida o la sentencia 

anterior en que se fundaba fue revocada o de otro modo dejada sin 

efecto, o no sería equitativo que la sentencia continúe en vigor o 6) 

cualquier otra razón que justifique la concesión de un remedio 

contra los efectos de la sentencia. 

C 

El Art. 335 del Código Político, 13 LPRA sec. 502, y la sección 

6060.01 del Código de Rentas Internas, 13 LPRA sec. 33261, 

proveen al Estado el mecanismo del embargo para el cobro de 

contribuciones morosas. El deudor podrá recurrir dentro del 

término que se fija en la notificación de embargo ante el Tribunal de 

Primera Instancia y obtener su disolución, salvo que el Secretario de 

Hacienda demuestre que existen fundamentos legales suficientes 

para efectuarlos. Artículo 335, supra. 

La Ley 117-2006 enmendó el Código de Rentas de Internas de 

PR de 1994 para, entre otras cosas, establecer un impuesto sobre 

ventas y uso e incorporar la creación y administración de un 

Registro de Comerciantes en el Departamento de Hacienda, según 

lo dispuesto en el capítulo seis. Quien desee llevar a cabo negocios 

en PR como comerciante, tiene que presentar al Secretario de 

Hacienda una Solicitud de Certificado de Registro de Comerciante 

para cada local comercial. La información provista debe incluir los 

nombres de las personas con interés en el negocio. La solicitud tiene 

que someterse al Secretario, antes de que la persona, empresa, 

sociedad o corporación comience a operar un negocio, así como 

aquellos que al momento de aprobación de la ley estuvieren 

operando. Ningún comerciante podrá vender, ceder, traspasar o de 

alguna forma transferir a otro un Certificado de Registro de 
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Comerciante, sin la autorización del Secretario y sin el cumplimiento 

de los requisitos de ley. Todo comerciante tendrá que notificar al 

Secretario, cualquier cambio o enmienda a la información requerida 

en la Solicitud de Registro de Comerciante, incluyendo el cese total 

o parcial de operaciones a no más tardar de treinta días del cambio 

del evento. Estas disposiciones fueron incorporadas en la sección 

4060.01 de la Ley Núm.1-2011, 13 LPRA sec. 32141. 

La sección 2405 de la Ley 117, supra, obligó a todo 

comerciante dedicado a cualquier negocio en el que se vendan 

partidas tributables, a cobrar los impuestos sobre venta como 

agente retenedor. La sección 4042.04 de la Ley Núm. 1, supra, 

establece que todo comerciante requerido por el Secretario de 

Hacienda, mediante reglamento, carta circular o determinación 

administrativa de carácter general deberá remitir el impuesto sobre 

ventas y uso mediante transferencia electrónica. 13 LPRA sec. 

32104. 

III 

El apelante alega que el TPI actuó sin jurisdicción porque 

existe falta de parte indispensable. El Estado sostiene que el 

arrendatario del negocio es parte indispensable, debido a que el 

apelado le atribuye la responsabilidad de pagar el IVU. No tiene 

razón. 

La presencia del arrendatario no es necesaria para adjudicar 

la procedencia de la anotación de embargo sobre los bienes del 

apelado. El contrato de arrendamiento gobierna la relación 

contractual entre el apelado y el arrendatario del negocio. Cualquier 

asunto relacionado a sus acuerdos, cláusulas y condiciones es 

materia de un pleito de incumplimiento de contrato entre ambos 

contratantes. Toda controversia relacionada a ese contrato no es 

materia de la anotación de embargo sobre los bienes del apelado. 
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El arrendatario no es parte indispensable. La impugnación de 

la anotación de embargo se rige por el Código de Rentas Internas, 

supra. Su presencia en el pleito no es necesaria para adjudicar las 

cuestiones litigiosas de este pleito. La controversia aquí es si el 

Código de Rentas Internas imponía al apelado la responsabilidad de 

remitir el pago del impuesto sobre ventas y uso, objeto del embargo. 

Como consecuencia, tenemos que resolver si el Departamento de 

Hacienda tiene fundamentos legales suficientes para efectuar el 

embargo sobre los bienes del apelado. 

El Estado cuestiona la negativa del TPI a dejar sin efecto la 

anotación de rebeldía en su contra. 

El apelante atribuye su incumplimiento a las inconveniencias 

ocasionadas por los huracanes Irma y María. El Estado alega que 

su abogada firmó la renuncia el 18 de septiembre de 2017 y ese 

mismo día se paralizaron los términos por el Huracán María. No 

obstante, aduce que no fue hasta el 26 de febrero de 2018 que 

encontró la moción de renuncia y pudo presentarla. Además, 

argumenta que la sede del Departamento de Justicia quedó 

destruida, la División Contributiva tuvo que ser reubicada el 5 de 

febrero de 2018 y la agencia sufrió una gran cantidad de renuncia 

de abogados y de otro personal. Por último, reconoció que decidió 

solicitar, recuperar y reasignar el caso, porque se le anotó la 

rebeldía. 

La Regla 39.2 (a), 32 LPRA Ap. V, invocada por el Estado no 

aplica a este caso. Esta regla aplica a favor de la demandada, porque 

permite la desestimación de la demanda o la eliminación de las 

alegaciones, cuando el incumplimiento proviene de la demandante. 

Esta no es la situación en este caso. 

Las razones señaladas por el Estado, no justifican levantar la 

anotación de rebeldía. El 25 de agosto de 2017, el TPI concedió diez 

días al Estado para replicar la oposición a la desestimación. Esta 
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orden se notificó el 30 de agosto de 2017. El Estado tenía hasta el 

11 de septiembre para contestarla. No obstante, debido al Huracán 

Irma, el Tribunal Supremo de PR extendió hasta el miércoles, 13 de 

septiembre de 2017, los términos que quedaron en suspenso desde 

el martes, 5 de septiembre de 2017, y vencieron el lunes, 11 de 

septiembre de 2017. Por esa razón, el término para el Estado 

replicar la oposición a la desestimación, venció el 13 de 

septiembre de 2017. 

Las resoluciones del 18 de septiembre de 2017 y 16 de octubre 

de 2017, en las que el Tribunal Supremo paralizó los términos por 

el Huracán María, no tuvieron ningún efecto sobre el plazo del 

Estado para replicar. A la fecha en que ambas resoluciones fueron 

dictadas, el término concedido al Estado para replicar estaba 

vencido. No obstante, tampoco presentó su réplica el 1 de diciembre 

de 2017, cuando culminó la prórroga concedida por el Huracán 

María. No es hasta el 26 de febrero de 2018 que comparece para 

solicitar la renuncia de su representación legal. Sin embargo, hizo 

caso omiso a la orden del 1 de febrero de 2018, en la que el TPI 

denegó la desestimación por su incumplimiento y le concedió veinte 

días para contestar. El Estado no contestó en el término ordenado. 

No obstante, no fue hasta el 25 de abril de 2018 que el TPI le anotó 

la rebeldía. 

El 9 de marzo de 2018, el TPI notificó que declaraba HA 

LUGAR la moción de renuncia de representación legal. Sin embargo, 

no es hasta después de recibida la anotación de rebeldía, que el 17 

de mayo de 2018, el Estado comparece mediante una Moción para 

asumir representación legal. 

El apelante no ha demostrado la existencia de circunstancias 

que justifiquen su incumplimiento con la orden dictada el 25 de 

agosto de 2017. Por el contrario, las razones aducidas demuestran 

falta de diligencia en el trámite del caso. Tampoco encontramos que 
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tenga una buena defensa en sus méritos. La evidencia documental 

presentada por el apelado nos hace concluir lo contrario. 

El TPI obró correctamente al dictar sentencia en rebeldía 

contra el Estado y ordenarle a cancelar y paralizar los trámites del 

embargo. 

El apelado evidenció que para la fecha en que se acumuló la 

deuda, ya no era comerciante para efectos del Código de Rentas 

Internas. Como consecuencia, no era responsable de remitir el pago 

del IVU al Departamento de Hacienda. 

La prueba documental presentada por el apelado hizo 

innecesaria la celebración de una vista, porque dejó clara la 

improcedencia del embargo. El demandante presentó copia del 

Certificado de Registro de Comerciante en el que informó el cese 

de operaciones efectivo el 8 de agosto de 2011. El documento 

tiene el sello que evidencia que fue recibido por el Departamento de 

Hacienda el 17 de octubre de 2011. El apelado acompañó copia de 

la Declaración Jurada, en la que declaró la cancelación de su 

certificado de negocio. Este documento también tiene el sello del 

Departamento de Hacienda con fecha del 17 de octubre de 2011. 

Además, presentó copia de la Certificación de Radicación de 

Planillas del Impuesto Sobre Ventas y Uso del 17 octubre de 2011. 

El Departamento de Hacienda certificó que el apelado radicó todas 

sus planillas mensuales del impuesto sobre ventas y uso. Este 

documento tiene el sello del Departamento de Hacienda y la firma 

del Secretario Auxiliar de Rentas Internas. Por último, el apelado 

presentó copia de la Certificación de Deuda Impuestos Sobre Ventas 

y Uso de la que surge que para el 17 de noviembre de 2011 no tenía 

deuda con el Departamento de Hacienda. 

El Departamento de Hacienda no tenía fundamento legal para 

anotar el embargo, porque de sus propios registros surge el apelado 

no era responsable de remitir el pago del IVU. El Aviso de embargo 
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enviado al apelado es por el período de enero de 2015. A esa fecha, 

el apelado había cancelado su certificado de comerciante y no tenía 

deudas con la agencia. Por esa razón, no estaba obligado a remitir 

el pago del IVU. El apelante tampoco probó la existencia de alguna 

circunstancia que justifique el relevo de sentencia. 

IV 

Por los fundamentos expresados, se confirma la sentencia 

apelada. 

 Lo pronunció y lo manda el Tribunal y lo certifica su 

Secretaria. 

El Juez Sánchez Ramos concurre, pues aunque el foro 

apelado erró al anotarle la rebeldía al Estado Libre Asociado, el 

récord demuestra claramente que, como se explica en la sentencia, 

no procedía el embargo impugnado, como cuestión de derecho, ante 

los hechos incontrovertidos de este caso. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


